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Catedrático en Derecho Comercial, doctor Siegbert Rippe. 


SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Cardoso).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al Director del Departamento de Ciencias y Técnicas Contables de la 
Facultad de Ciencias Económicas y Administración de la Universidad de la República, contador Walter 
Rossi. 


En el día de hoy, vamos a continuar con el análisis del proyecto de ley relativo a normas contables adecuadas. 


SEÑOR ROSSI.- Naturalmente, estoy a las órdenes para contestar cualquier interrogante sobre 
aquellos temas en los cuales requieran mi opinión. 


Hice una pequeña presentación que podría ayudar un poco a lo que plantearon. 


El proyecto del Instituto de Normas Contables Adecuadas, que presentó el Poder Ejecutivo fue elaborado por 
una consultoría que contrató el Ministerio, para lo cual contó con el asesoramiento de la Comisión 
Permanente de Normas Contables Adecuadas. 


Yo integro ese Instituto por la Facultad de Ciencias Económicas y Administración, pero cuando se hizo esta 
discusión, yo prácticamente no participé. Soy Decano de la Facultad y tengo múltiples actividades y por eso 
fue el alterno mío. De todas formas, comparto plenamente la necesidad de la creación de un órgano que emita 
normas contables adecuadas. Tanto es así que puse eso en una consultoría que contrató el Colegio de 
Contadores hace dos o tres años. Precisamente, lo que propuse fue crear ese cuerpo; es decir, que el Colegio 
se moviera para que se lograra una cosa de ese tipo. ¿En qué juega eso y por qué es importante? La 
información contable es un proceso de comunicación para las empresas u organizaciones que manejan 
recursos, que de alguna forma crean la actividad económica dentro del país, y que tienen diferentes 
necesidades. Esto tiene dos enfoques. Un enfoque refiere a la información a terceros interesados en la 
información contable. En general, cuando se habla de este tema y de terceros interesados en información 
contable, los primeros que aparecen son aquellos que van a financiar la empresa. Además de estos que 
aparecen en el mercado de valores de una forma muy débil, y deberíamos incrementar su participación, 
también aparece la financiación a través de bancos, eventualmente quienes colocan dinero en un 
emprendimiento, o aquellos que de alguna forma ayudan a financiar de una manera importante. Ese es un 
grupo de los terceros interesados. Digo esto porque esos terceros interesados tienen que tomar decisiones y, 
por ende, la información que se presenta en los estados contables es decisiva. Es decir, se va a saber si van a 
aparecer resultados, si se le va permitir proyectos, si va a haber un flujo de fondos tales que le permita pagar 
o otorgar el dividendo y las diferentes posiciones que pueden tener ese tipo de terceros interesados. 


Hay otro tipo de terceros interesados que aparece cada vez más. Las sociedades estamos cada vez más 
interrelacionadas y a los ciudadanos les interesan algunas cosas. Por ejemplo, yo soy socio del CASMU 
desde hace cuarenta y ocho años y tengo setenta años de edad. Espero que el CASMU sobreviva y creo que 
efectivamente lo hará. Como ciudadano en estas condiciones me gustaría conocer cuáles son los estados 
contables de esta mutualista y eso lo pedimos para ella, pero lo podemos pedir para una cooperativa en la 
cual estemos operando o nos puede interesar conocer qué pasa con BOTNIA, con los grandes inversores en el 
área agropecuaria o con aquel al que le damos un pequeño crédito. Esto nos interesa a todos. El Uruguay no 
tiene la transparencia suficiente. Se puede entrar en una cantidad de organizaciones a través de su página web 
y allí está toda la información contable, pero no son muchas. Es un tema importante que deberíamos lograr. 


Ese sería el grupo de los terceros interesados. Cuando se habla de la teoría en el ámbito internacional, cuando 
se habla de crear normas contables, se dice que se debe contar con el asesoramiento de quienes se manejan en 
las bolsas de valores, de los financiadores, de los abogados que juegan en los foros por distintos temas, y 
también de los trabajadores. En los hechos, si se fijan en la integración del Instituto que emite las normas de 
información financiera en el ámbito internacional, podrán advertir que las organizaciones mundiales de 
trabajadores están presentes. Quiere decir, hay un montón de gente interesada en este tema. 


Cuando ese tercero interesado que, por ejemplo, juega en el primer lote, en el que concedió el crédito, el que 
compró una obligación negociable, se ve perjudicado y luego de analizar la situación advierte que los estados 
contables que le mostraban una situación son diferentes a lo que a él le parece que deberían ser, tiene la 
oportunidad de hacer una demanda judicial. También podría manejarse de diferentes formas, pero para mí lo 
normal debería ser eso. En los hechos, en los países del primer mundo hay cantidad de demandas alrededor 
de este tema, ya que se presentan estados contables que no reflejan la realidad. Cuando se presente ese 
conflicto, será el Juez el que determine cuál es la situación. 


Entonces ¿qué es un estado contable bien hecho? Alguien tiene que decirlo; alguien tiene que regularlo. Es 
una norma contable la que debe decir cómo deben ser los estados contables. Y este no es un tema baladí, 
porque los estados contables son un modelo, una representación simplificada de la realidad. Y como todo tipo 
de modelo tiene características especiales, hace énfasis en distintos aspectos. Entonces deberíamos tener 


definido ese modelo. En el ámbito internacional no existe discusión alrededor de este punto. En los distintos 
países la existencia de normas contables es una necesidad de la sociedad. 


En fin, las normas contables indican qué cosas se deben incorporar en un estado contable, en qué oportunidad 
se considera que algo debe ser incluido como un activo, cuándo se hace una ganancia, cómo se miden los 
activos sobre la base de los diferentes criterios que pueden existir. Alguien tiene que definir una forma; no 
puede ser el emisor el que decida que presenta determinado estado contable porque ese es el que le interesa. 
Esto debe estar regulado. Y eso se logra a través de una norma contable. 


Las normas contables han tenido distintas evoluciones. En Uruguay, hasta la década del setenta, si a alguien 
le preguntaban sobre esto, contestaban refiriendo a principios de contabilidad generalmente aceptados y en 
definitiva terminaban diciendo: "Bueno, porque Rossi me enseñaba así". En la Facultad se enseñaba así, y así 
era. Pero los señores saben que a nivel de la doctrina y de la academia pueden existir distintas posiciones, y 
ello forma parte de lo que debe ser porque, en definitiva, se producen cambios y debe haber distintas 
posiciones para poder discutir al respecto. Tenemos que definir con respecto a este tema, al igual que tenemos 
que definir sobre el aborto; es aceptado o no; existen diferentes posiciones. Si para definir si eso es correcto o 
no tenemos que ir a las diferentes posiciones que da la doctrina sobre el tema, debemos contar con una norma 
que diga sí o no, porque el Juez tendrá que decidir sobre la base de eso. 


Entonces, en la década del setenta se decía eso. En determinado momento se avanzó en el tema. En el filo de 
los ochenta, previamente a la crisis de 1982 en esos casos se crea como una burbuja, parece que crecemos y 
que estamos muy bien y dos años después vamos para abajo, el Banco Central estaba preocupado por los 
créditos, y empezó a analizar diferentes situaciones. 


Entonces, encontró una empresa que había presentado diferentes estados contables en varios bancos. Para 
cada banco el pasivo bancario era el que la empresa tenía con esa institución; no existía el que tenía con las 
otras. Había toneladas de estados contables. Como consecuencia de esto, el Banco emitió la Circular 

N* 1969, en la que estableció que había que tener estados contables con la firma de un contador público. El 
Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay dijo: "Los contadores no firmamos 
estados contables. Los contadores firmamos informes sobre estados contables, porque la que emite los 
estados contables es la empresa; es la dirección de la empresa la que rinde cuentas. Nosotros hacemos un 
trabajo y lo colocamos, pero el responsable es el que maneja los recursos". Entonces, el Banco Central pidió 
que la dijeran qué tipo de informe debía pedir. En el Colegio se trabajó fuertemente y emitió los 
Pronunciamientos Nos. 4 y 5. En el Pronunciamiento N* 5 se decía que tenían que pedir un informe de 
revisión limitada; optó por eso porque era un informe intermedio, de costo más accesible para todo el mundo 
que el de auditoría, que es un informe caro. Hoy en día, el Banco Central exige a las empresas, de acuerdo 
con el monto de endeudamiento, informes de compilación, de revisión limitada o de auditoría, lo que es más 
correcto que lo que se hizo en aquella oportunidad, cuando se estableció para todo el mundo algo intermedio; 
ahora regulamos eso. 


Cuando el Colegio de Contadores tuvo que decir que se pedía un informe de revisión limitada debió 
explicitar qué era un informe de este tipo. El informe de revisión limitada termina diciendo que no hay 
apartamientos de un paradigma, y eso tiene que estar establecido en algún lado. Por ello, emitió el 
Pronunciamiento N* 4, que fijó las fuentes de normas contables; como no había tiempo, en vez de decir 
cuáles eran las normas contables, establecieron las fuentes de normas contables. Se plantearon una serie de 
cosas: en principio, no había pronunciamiento del Colegio, y después pasaban por las normas internacionales 
de contabilidad, que eran incipientes y relativamente débiles en su enunciación, pero era lo que había, porque 
emitir normas contables propias resulta muy caro y el Uruguay no estaba en condiciones de hacerlo. 


Esto siguió así hasta la Ley de Sociedades Comerciales, Ley N” 16.060, en la que se determinó que los 
estados contables deben ajustarse a normas contables adecuadas. El artículo 91 de esta norma establece que 
se reglamentarán las normas contables a las cuales se ajustarán los estados contables de las sociedades 
comerciales. ¿Qué significa que se reglamentarán? Que el Poder Ejecutivo emitirá un decreto al respecto. En 
aquel momento se creó la Comisión Asesora de Normas Contables Adecuadas, que después se convirtió en la 
Comisión Permanente de Normas Contables Adecuadas, y empiezan a emitirse Decretos entre los que 
podemos citar el N” 103/91 y el N* 200/93, que tomaban normas internacionales de contabilidad, 
seleccionaban algunas disposiciones y establecían cuáles se aplicarían y cuáles no. 


Entonces, si alguien dice que ahora estamos aplicando normas internacionales de contabilidad yo digo que lo 
estamos haciendo desde 1980, porque era la fuente de normas contables del Colegio de Contadores, y a nivel 
de la ley y la reglamentación lo hacemos desde 1991. 


Esto fue evolucionando de forma diferente en cada lugar. La situación fue avanzando hasta que en 
determinado momento se empezó a decir: "La Bolsa de Valores no se desarrolla. Es en uno de los campos en 
los que no tenemos buenas normas contables". Yo creo que es uno de los puntos menores de la cosa, porque 
hay otros aspectos que nos llevan a no desarrollar el mercado de valores; de todos modos, este es un punto 
importante. Entonces, empezaron a aparecer ciertas presiones internacionales que hacen que parezca que todo 
el mundo tiene que tener normas contables, opera el concepto de la globalización, etcétera, y se emite el 
Decreto N* 162, de 2004, que establece normas contables para las sociedades y toma las normas 
internacionales de contabilidad vigentes en ese momento. Eso está vigente hoy y es aplicable para todas las 
sociedades comerciales. Si el Presidente de la Comisión y yo creamos una sociedad comercial para abrir un 
boliche en la esquina y firmar como sociedad de responsabilidad limitada, el Decreto establece que tenemos 
que aplicar normas internacionales de contabilidad. Eso es lo que establece y lo que está vigente. 


¿Por qué en el informe de auditoría que hicimos al Colegio de Contadores decíamos que debíamos cambiar el 
sistema? En primer lugar, porque la Ley_N” 16.060 regula las sociedades comerciales. Puede haber empresas 
unipersonales que sean mucho más importantes que la sociedad que creamos nosotros para instalar ese 
boliche. Hay otro tipo de sociedades que no son comerciales, que a veces entran por un camino indirecto. Por 
ejemplo, el CASMU es una sociedad comercial; está regulado por la Ley de Sociedades Comerciales. 
Deberíamos discutir si corresponde o no, pero es algo significativo y que importa. 


A partir de este punto tenemos que presentar los estados contables, pero eso no está regulado. ¿Y qué ha 
pasado entonces? Que cuando el Banco Central solicita a los bancos que le pidan estados contables a sus 
clientes y les dice que en las carpetas tienen que tener información contable con determinadas características 
les aclara que tienen que ser de acuerdo con normas contables adecuadas. Por lo tanto, alguien que presente 
un estado contable a un banco tiene que hacerlo de acuerdo con el Decreto N* 162. Eso aparece en toda la 
grilla de empresas, desde la más chiquita a la más grande, lo que no hay duda de que es una dificultad. El 
tema es que debemos tener normas contables para ese proceso de comunicación que es válido para 
cualquiera, con independencia de la forma jurídica. Cuando informamos tenemos que tener lo mismo para 
todos. 


A nivel estatal eso está en manos del Tribunal de Cuentas, que colocó normas de este mismo tipo para las 
empresas estatales, disponiendo expresamente que deben aplicar normas internacionales de contabilidad, 

pero el Estado ha ido avanzando muy lentamente en la aplicación de la Ordenanza N* 81. El hecho es que 
tengamos para todos las mismas normas, que no dependa de la persona jurídica de que se trate. 


La otra dificultad que genera que se opere vía decreto es que no tenemos especialización. ¿Qué ha pasado 
con la Comisión Permanente de Normas Contables Adecuadas? Proyecta un decreto, en el Ministerio lo 
agarra un abogado o un contador que lo analiza pero que no tiene especialización en el tema y el proceso se 
tranca. El interés que puede tener un Presidente de la República de explicar si en los estados contables 
debemos valuar las existencias de bienes de cambio de una forma o de otra parece limitado; entonces, si le 
llega un decreto en ese sentido podrá terminar firmándolo, pero no está entre sus intereses más importantes. 
En una cantidad de sitios en el mundo se crean organismos que emiten las normas contables. Entonces, la 
idea es que haya una ley que establezca en un organismo la potestad de emitir las normas contables. 


Lo primero que hizo la Comisión Permanente de Normas Contables Adecuadas cuando se creó fue elevar un 
proyecto de decreto que decía: "Aplíquese las normas internacionales de contabilidad", y la respuesta del 
Ministerio fue: "Esto no está contemplado en nuestro sistema jurídico porque la potestad de reglamentar no 
es delegable por el Poder Ejecutivo". Por lo tanto, no se puede hacer por un decreto, tiene que haber una ley 
que establezca que hay alguien que emite las cosas. 


¿Cuál puede ser la forma jurídica de ese órgano? La que se quiera. Creo que la discusión de cómo puede estar 
integrado es un tema político que de alguna forma lo deben resolver los parlamentarios. Yo puedo tener mi 
opinión pero creo que hay múltiples formas: tres personas, una persona; sí creo que tiene que estar presente 
alguien que represente el proceso de comunicación. Por lo tanto, tienen que estar los emisores y los 
receptores de la información, los profesionales que juegan alrededor de esa información, y podría ser bueno 
que estuviera la academia. Así se integran las Comisiones asesoras que respaldan en Estados Unidos, que 


administran sus normas contables y tienen grupos que trabajan de esa forma. Si se observa la integración de 
la Comisión de Normas Internacionales de Contabilidad, se aprecia que también tienen una cantidad de 
Comisiones asesoras de ese tipo que tienen una serie de especialidades técnicas y se culmina con una especie 
de acuerdo de todos los actores que hacen a la comunicación. 


A veces es difícil colocar un representante allí porque no va a aparecer el socio de la mutualista aprovecho 
que puse ese ejemplo, pero deberíamos buscar quiénes están y cómo se colocan. 


Para mí, ese es el tema central. Yo creo que esto es de utilidad y, en lo que a mí respecta, me gustaría que 
pudiera salir como la ley de concurso porque me parece que es un tema de Estado, menor, pero importante 
porque hace a eso que está allí y tiende a la transparencia. Entonces, debemos tener algún elemento que haga 
que cuando mostremos algo tenga un respaldo. 


No se puede decir que quien emite el estado contable pueda definir el cuerpo normativo que va a aplicar. 
Ustedes pueden si quieren seguir pensando sobre el tema para ver a qué expresión llegan. Como hay 
determinados movimientos profesionales, no quiero decir las cosas, pero si le digo a alguien que emita los 
estados contables con el criterio que se le antoje, va a llegar a la descripción de su situación de acuerdo a lo 
que se le antoje. Por lo tanto, para mí este es un tema importante. 


Por otra parte, las ventajas del ente emisor van a ser: establecer normas iguales para todas las empresas y 
posibilitar la emisión de normas diferenciales para pequeñas empresas. En los hechos la Comisión 
Permanente de Normas Contables Adecuadas está estudiando ese tema y no debería ser en función de 
situaciones de personería jurídica de las organizaciones sino del tipo de organizaciones que hay. Es muy 
claro: mejorar la eficiencia en la emisión de las normas, no pasar por un proceso a través del cual llega algo 
al Presidente de la República que firma porque se lo lleva el Ministerio, pero no es un tema en cual él pueda 
estar involucrado. 


El proyecto de ley se refiere a la creación de un ente emisor. Yo he dado mi opinión y creo que debemos tener 
normas contables y un ente emisor. 


Además, hace referencia al registro de estados contables que es algo que también juega históricamente. A 
mediados de los ochenta las sociedades debían publicar sus estados en el Diario Oficial en forma completa. 
En ese momento, a nivel de la Comisión Permanente de Normas Contables Adecuadas, la Cámara de 
Industrias y la Cámara de Comercio se preocuparon del tema y dijeron que no podía ser que se exigiera la 
publicación de los estados contables a una sociedad anónima que lo que tiene es la casa en la cual vive el 
propietario. ¿A quién le interesa eso? 


En definitiva, a partir de ese argumento se eliminó la publicación. Tiempo después cae Créditos Sociedad 
Anónima y se descubre que tiene, tres ejercicios para atrás, patrimonio negativo. La Cámara de Comercio 
que antes había pedido que no se publicaran los estados contables, se presenta preguntando en dónde se 
publicaban y cómo podían tener conocimiento de los estados. Yo, en aquella oportunidad les contesté que 
ellos plantearon que no había que publicar. ¿Cuál es la diferencia? La diferencia sin duda es el interés 
público. Tienen que publicar aquellos que tienen interés público. Hoy es difícil definir cuál es el interés 
público porque aparece el interés público de la ciudadanía en general, pero puede haber un tema de tamaños, 
s1 emite deuda o no, si toma múltiples acreedores o no. 


Ellos decían: "Imagínense que alguien tenga un crédito de US$ 500.000 y no se le pueden ver los estados 
contables". Yo les contesté, y perdóneseme la expresión que capaz que no corresponde con mi posición 
académica: "Si alguien dio US$ 500.000 de crédito y no le pidió los estados contables, que se joda". No es 
ese el tema. 


¿Qué tenemos que regular? Lo que tenemos que regular es el pequeño comerciante que le pagaba una cena y 
eso se lo iban a pagar después, y que si él iba a pedir los estados contables le iban a decir que no le daban 
nada. Entonces, hay un tema de interés público que juega alrededor de eso que tiene que ver con la 
publicación, que hace a todos aquellos que tengan interés alrededor del punto. 


El proyecto de ley regula el tema del registro de estados contables. Eso puede ser más arriba o más abajo; es 
un tema político determinar cuál es el nivel en el que establecemos el límite para el registro de estados 
contables. 


Por otro lado, nos preguntamos si el registro de estados contables es útil. Algunos fundamentan diciendo que 
puede ser útil académicamente, y es cierto. A nosotros nos vendría bien poder entrar a los estados contables 
de un montón de empresas, hacer cálculos para saber cómo van con el endeudamiento, o sea hacer 
investigaciones sobre el tema. Pero mucho más importante que la investigación académica es lo que muestra 
la gente que puede acceder a ese punto. 


Para mí el registro de estado contable tiene que estar. Podría haber no está planteado acá una situación que las 
empresas tuvieran la obligación de presentar sus estados contables en su página web. Si analizamos los 
procedimientos de gobiernos corporativos que funcionan a nivel mundial, las cosas que plantea OCDE que 
deben existir, plantean eso: que las empresas importantes deberían hacerlo. A mí me interesaría que las 
mutualistas o las cooperativas del consumo lo hicieran, que pudiéramos ir a la página y ver el estado 
contable. || El registro hay que hacerlo en diferentes etapas. Además, hay que controlar los estados contables 
emitidos. 


Admito que puede haber diversas posiciones. Por ejemplo, puedo decir: "No tengo por qué controlar lo que 
presentan. Quien lo presenta tiene responsabilidad y si eso está mal, que lo demanden; que funcione el Poder 
Judicial". Pero esa es la vieja discusión entre qué grado de regulación y qué grado de libertad tenemos para 
cumplir con nuestras responsabilidades. Creo que un grado de regulación razonable puede determinar que se 
establezca algún tipo de mínimo. 


El costo que puede haber en un tema de control de este tipo es importante y sé que se ha discutido en el grupo 
que elaboró el proyecto de ley. No podemos decir que vamos a controlar todos los estados, porque si no, 
necesitaríamos de un ejército para analizar todo. Sin embargo, debería haber ciertos mínimos que tendrían 
que estar controlados, y eso tiene que ver con la asignación de recursos. Pero este es un tema sobre el que 
todavía no se ha decidido nada. 


SEÑOR ASTI.- Quiero formular una pregunta sobre el control de los estados presentados. 


Ya hemos dicho que este fue uno de los temas que dispararon la preocupación de muchos colegas en el 
Colegio de Contadores. Conjuntamente con la Auditoría Interna de la Nación, presentamos una modificación 
al texto que venía en el decreto original. La redacción que hoy se estaría proponiendo para el literal f) del 
artículo 5%, dentro de las facultades del Instituto, sería: "Regular y controlar, con el alcance que determine la 
reglamentación, la aplicación de las normas contables adecuadas por parte de los emisores de Estados 
Contables. Con el propósito del cumplimiento de los cometidos de contralor, que le serán indelegables, el 
Instituto podrá emplear los resultados de trabajos profesionales de revisión, de auditoría o de asesoramiento 
contable realizados por unidades reguladoras sectoriales, profesionales independientes u otro tipo de 
agentes". 


La intención es que no se entienda que sobre los trabajos profesionales realizados con los informes que deben 
acompañar los estados contables debe haber una nueva revisión. Muchos contadores que trabajan 
independientemente temían que esto pudiera hacerse por parte de lo que ellos llamaban las firmas más 
grandes. 


SEÑOR ROSSI.- Me parece bien la modificación, si soluciona algunos problemas, aunque creo que no 
es un problema que esté planteado. 


Este es un camino, pero puede haber otro. Habría que saber cuál es costo del control. A mí no me gustaría 
invertir un disparate para analizar los miles de estados contables. La reglamentación debe analizar qué debe 
controlarse, no el nivel de control. Es un tema de razonabilidad. Seguramente, quien reglamente se va a 
encontrar con colectivos que le van a terminar diciendo: "Eso no me lo pongas porque enloquece al mundo". 
Entonces, también habrá un control del usuario en la medida que en esa reglamentación debería haber una 
propuesta del ente, y este tiene una Comisión habrá que ver cuáles son las funciones que le quedan al final; 
creo que cuanto más tenga, mejor integrada por los emisores. Así, la Cámara de Comercio o la de Industria 
me podrán decir: "¿Qué me están pidiendo a este nivel?". 


Planteo esto porque, habitualmente, la representación que ejerce la Cámara de Comercio tiene que ver con las 
pequeñas empresas, que van allí y plantean cuáles son sus necesidades. También están los representantes de 


los profesionales, de los que reciben el estado contable del otro lado. Todos ellos pueden preguntarse cómo se 
va a hacer para regular esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del contador Rossi. 


(Se retira de Sala el contador Rossi) 
(Ingresa a Sala el doctor Siegbert Rippe) 
——— La Comisión tiene el agrado de recibir el doctor Rippe. 


Estamos discutiendo el proyecto de ley sobre normas contables adecuadas y deseamos conocer su posición 
con respecto al tema. 


SEÑOR RIPPE.- Este proyecto que ha sido sometido a la consideración de las Cámaras fue elaborado 
en el ámbito de una Comisión Permanente de Normas Contables Adecuadas. Este es un hecho notorio 
y seguramente ustedes lo conocen. 


En esta Comisión Permanente de Normas Contables Adecuadas participamos por el Colegio de Abogados del 
Uruguay, que tuvo a bien designarnos entre 1990 y 1991. Las distintas Directivas nos han ratificado en esta 
posición institucional, a la vez que el Poder Ejecutivo siempre tuvo a bien, antes y ahora, mantener al 
Colegio de Abogados del Uruguay dentro de la estructura de la Comisión Permanente. 


Esta Comisión Permanente trabajó en distintos decretos. Ultimamente, en esta Administración, se tomó la 
decisión de instituir una organización habilitada para todo lo que tiene que ver con estados contables y, 
particularmente, con la administración y manejo de las normas contables adecuadas 


Seguramente, nuestra participación se ha derivado del hecho de que la Ley de Sociedades Comerciales ha 
determinado que se definan los contenidos de los estados contables por vía reglamentaria 


Obviamente, dicha norma es un cuerpo jurídico. Nosotros hemos tenido posibilidad de participar en su 
proceso de elaboración a través de diferentes opiniones dadas a varios actores sociales vinculados con esta 
temática 


Principio tienen las cosas. Se planteó la posibilidad de sustituir la Comisión Permanente por una organización 
mucho más estable, inclusive, por una institución que excediera el límite propio de Ley de Sociedades 
Comerciales. Como ustedes saben, lo que se refiere a estados contables, básicamente, está previsto para 
sociedades comerciales y no necesariamente para otras entidades u otros agentes económicos, más allá de que 
de pronto las mutualistas tendrán que respetar las normas del Ministerio de Salud Pública en esta materia. 
Obviamente, el Banco Central del Uruguay tiene su propia normativa, que no se aparta en exceso de lo que 
son las normas internacionales de contabilidad ni las próximas normas internacionales de información 
financiera a regir a partir del 1? de enero de 2009. 


Ahora, nos vamos a referir a la institucionalización. La decisión de que esto fuese un servicio descentralizado 
fue una idea que partió del propio Ministerio de Economía y Finanzas bajo la administración del contador 
Danilo Astori. Obviamente, ustedes podrán considerar, al igual que nosotros, diferentes alternativas 
organizacionales. Es una cuestión de decisión política determinar cuál es la mejor organización institucional. 


Se puede pensar que esto podría ser una función más de la Auditoría Interna de la Nación; se puede pensar 
que esto podría ser una unidad desconcentrada del Ministerio de Economía y Finanzas en paralelo con la 
Auditoría Interna de la Nación, o se podría pensar, precisamente, en un servicio descentralizado, que fue la 
decisión tomada por el Ministerio y acompañada por la Comisión Permanente en estas circunstancias. 


SEÑOR ASTI.- Seguramente, el doctor Rippe sabe que al haber pasado la fecha de 25 de octubre hay 
dificultades para la creación de cargos. 


SEÑOR RIPPE.- Eso me consta. Todo esto se movilizó hace algún tiempo y sabíamos que el 24 de 
octubre era el cierre, sobre todo cuando se trata de creación de cargos. Es obvio que puede haber otra 


forma de funcionamiento, y ustedes lo saben mucho mejor que nosotros. 


La idea era abarcar la totalidad de los emisores de normas contables y, de alguna manera, uniformizar el 
régimen de los estados contables, en particular, el vinculado con una política, una filosofía o un valor de 
transparencia informativa. Ese es un tema central. Nosotros hemos colaborado en algunos proyectos de ley 
vinculados, por ejemplo, con información crediticia. Recordará el señor Diputado Asti que colaboramos en 
aquel trabajo en el que entendíamos que los proveedores debían tener acceso a la información que manejaba 
el Banco Central del Uruguay en materia de central de riesgos crediticios para compatibilizar la información 
de las entidades de inversión financiera con la de otros agentes económicos en el mercado. 


Siempre hemos simpatizado profesional y académicamente con la necesidad de contar con esa información, 
que es para el agente económico, para los terceros, para el propio Estado, para todos los que de alguna 
manera, directa o indirectamente, están involucrados con información. Esto es lo fundamental para nosotros. 
Obviamente, los contadores pueden tener una visión más amplia y complementaria. Yo, como abogado, digo 
que se necesita información. Es la única forma de proceder en el marco de los agentes económicos. 


La idea era que hubiera uniformización de la información a proporcionar. Normalmente, uno advierte las 
dificultades o las diferencias de esa información según los agentes económicos. Tengo que reconocer que 
desde el año 1991, y por lo menos hasta el 2008, toda las sociedades comerciales, cualquiera sea su tamaño, 
cualquiera sea su actividad, cualquiera sea su tipología, están obligadas a cumplir en materia de contabilidad 
las reglas propias de los estados contables o de la información contable de acuerdos a normas contables 
adecuadas. 


Y ahí se establece la contabilidad por parte de los agentes económicos, más allá de decir que las reglas deben 
ser cumplidas por todos aquellos que de acuerdo con la ley están obligados a llevar contabilidad. Y se dejó al 
Poder Ejecutivo la reglamentación de los contenidos de los estados contables a los efectos de los procesos 
concursales. En la ley concursal tampoco hay diferencia con respecto a los agentes económicos: cualquiera 
sea su actividad, cualquiera sea su tamaño, todos están obligados a llevar la contabilidad de acuerdo con las 
normas contables adecuadas. Por eso, uno de los temas centrales que advierto en el proyecto que proporciona 
actualmente el Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay, y que por lo menos para 
mí no deja de ser llamativo, es que se determine cuáles son las empresas o unidades económicas que estarían 
obligadas a llevar contabilidad de acuerdo con el artículo 5” de ese proyecto de ley. Reconozco que en la 
Comisión permanente nunca se planteó esta posibilidad; todos tenían que llevar estados contables, no solo 
determinadas empresas. Inclusive, la mayoría de las empresas que están taxativamente indicadas en el 
proyecto que elabora el Colegio de Contadores son unidades controladas por el Banco Central del Uruguay, 
excepto aquellas grandes empresas en las que además se recurre al Decreto Reglamentario N* 504/007 que 
define que las micro, las pequeñas ni las medianas empresas están obligadas a llevar estados de contabilidad 
de acuerdo con las normas contables adecuadas, salvo eventual su derecho y más allá de que se tomen 
decisiones sobre simplificar su contabilidad. Para mí, esto es un retroceso. Si durante diecisiete años 
convivimos con normas contables en el ámbito de la normativa comercial ¿por qué ahora se pretende esto? 
Yo no lo entiendo, ni soy capaz de explicarlo. Sus razones tendrán, pero no creo que sea adecuada la forma 
en que está propuesto, limitando el número de agentes económicos por su tipología o, fundamentalmente, por 
su actividad, para no llevar estados contables de acuerdo con normas contables adecuadas. Reconozco como 
abogado, y habiendo participado en la Comisión, que nunca escuché, ni siquiera a los representantes del 
Colegio de Contadores esto es, a los contadores Pignata y Fry hacer alguna reflexión restrictiva en esta 
materia, sin perjuicio de la potestad de considerar eventuales excepciones, de pronto, para las Pymes. 
Simplemente, plantéense ustedes si una empresa que tiene noventa y ocho trabajadores y factura 74:000.000 
de Unidades Indexadas no estaría obligada a llevar estados contables de acuerdo con normas contables 
adecuadas. Francamente, no puedo entenderlo, porque estamos hablando de empresas que pueden estar 
teniendo una facturación anual, además de deducidos, descuentos, devoluciones, etcétera, del orden de los 
US$ 500.000 mensuales, lo que representa US$ 7:200.000 anuales. No entiendo como es posible que esto 
funcione de esta manera; de pronto es por mi limitado entendimiento como abogado. 


SEÑOR ASTI.- Algunos contadores tampoco lo entendemos. 


SEÑOR RIPPE.- Esto no me resulta compatible con lo que se ha pretendido por lo menos en los 
últimos veinte años. Nosotros participábamos de la idea de que todos estuvieran comprendidos, 
estableciendo normas excepcionales no sé si para las medianas empresas, quizás para algunas 


microempresas, con cuatro trabajadores y una facturación anual muy diferente a la que mencionamos. 
En mi muy modesta opinión, esto debería quedar en manos del Instituto. De manera que no coincido 
con las limitaciones. Insisto: para mí esto es un retroceso, teniendo en cuenta que en este país desde 
hace alrededor de veinte años se está manejando este tema pacíficamente, sin haber discutido jamás 
esta selectividad que se está haciendo en el proyecto del Colegio de Contadores. Sus motivos tendrán. 


El segundo tema que me preocupa que no va en el orden de la ley, sino en el de mis recuerdos es lo que el 
Colegio pretende con respecto a la calificación profesional de los miembros de este Directorio del llamado 
INCA, y la integración de la Comisión Honoraria, que es asesora. 


En el primer caso, proponen que los tres integrantes del Directorio sean contadores designados por el Colegio 
de Contadores, de una lista de nueve. Y con respecto a la integración de la Comisión Honoraria, 
prácticamente todos deben tener vinculación con el área contable. Y en lo que voy a decir no me duelen 
prendas, pero institucionalmente lo tengo que manejar. Con respecto al primer caso, con toda franqueza digo 
que va a resultar difícil que alguien pueda convencerme de que necesariamente tiene que estar integrado por 
tres contadores. Para lo que voy a decir a continuación recurro a la memoria del señor Diputado Asti, quien 
trabajó en el tema. Cuando se elaboró el proyecto de ley sobre promoción y defensa de la competencia, 
originalmente se había planteado que los tres miembros designados por el Poder Ejecutivo con habilitación 
de la Cámara de Senadores, fuesen un abogado, un economista y un tercer integrante libremente 
seleccionado. Pero no se trataba de un abogado designado por el Colegio de Abogados, ni de un economista 
designado por el Colegio de Contadores, y el tercer puesto quedaba liberado. ¿Por qué habíamos planteado 
esto? Porque quien maneja el tema de defensa de la competencia sabe que es imposible trabajar en esta tan 
delicada cuestión si no hay una combinación entre el derecho y la economía. En su momento, el Poder 
Ejecutivo, o las Cámaras, entendieron que no correspondía determinar en la ley la calificación profesional de 
los integrantes de ese órgano desconcentrado, que es la llamada Comisión de Promoción y Defensa de la 
Competencia. Y es posible que fuese acertado, porque luego se pedía su profesionalidad, su objetividad, toda 
una experiencia, y eso es válido; puede ser una solución válida. Cuando se planteó, por ejemplo, la ley 
concursal, la N* 18.387, consideramos cuál debía ser la calificación profesional para ser interventor o síndico 
concursal. Arrastrábamos la temática de que en el Código General del Proceso del año 1989 se había 
determinado que tenía que ser abogado o contador público; eso está dicho en el Código en materia de proceso 
concursal. Adviértase lo que hicimos o colaboramos a que se hiciera cuando se elaboró el proyecto de ley. 
Por un lado, no precalificamos a los profesionales que podían llegar a ser interventores o síndicos; dijimos 
que podían ser egresados de cualquier carrera universitaria, más las llamadas sociedades de profesionales y 
eventualmente las organizaciones gremiales de empresarios. Eso es lo que se había predeterminado. No se 
exigía una calificación profesional determinada para ser síndico o interventor. Esto se basaba en dos 
circunstancias. La primera de ellas es que en las universidades o en los colegios profesionales cursos se iban 
a desarrollar cursos para preparar profesionalmente a profesionales de todo tipo a efectos de que pudieran ser 
interventores o síndicos. De ninguna manera se requería una determinada calificación profesional. 


Por otro lado, se determinaban dos circunstancias excepcionales. La primera de ellas era que mientras no 
estuviera integrado el listado de los aspirantes a interventores o síndicos concursales porque ello implicaba 
una convocatoria por parte de la Suprema Corte de Justicia, etcétera, en primera instancia fueran abogados, 
contadores o licenciados en administración. Esa era una excepción temporal. La otra excepción está 
planteada para el interior, estableciendo que cuando no están los profesionales del listado, pueden ser 
abogados, contadores o licenciados en administración. 


Lo que quiero decir con esto es que en aspectos tan vitales como pueden ser el régimen concursal, el régimen 
de promoción y defensa de la competencia y otras normativas lo que se recogió en el proyecto de ley que se 
elaboró y que está sometido a vuestra consideración fue que no se determinara el tipo de profesionales y que 
el Poder Ejecutivo, con la venia del Senado, determinara quiénes eran las personas que se entendían mejores 
o más calificadas para desarrollar este tipo de actividades. Pero, tal como está planteado y disculpen la 
expresión, no deja de ser una forma corporativa de visualizar organizaciones. Es una forma corporativa. Tal 
vez yo esté en contra de los corporativismos; esta es una opinión personal. 


Entonces, dábamos total libertad al Poder Ejecutivo, con intervención de la Cámara de Senadores, para 
determinar quiénes serían los miembros, más allá de su específica calificación profesional. 


Yo planteo lo siguiente: en este país todavía no existe colegialización obligatoria. Yo puedo ser un amigo 
acérrimo de la colegialización obligatoria, de los Colegios profesionales, pero no existe una norma en ese 
sentido. Entonces, no entiendo por qué necesariamente tiene que ser un contador y a propuesta del Colegio, 
como si este fuese representativo en un sistema de colegiatura obligatoria. En este país puede haber abogados 
que no integren el Colegio de Abogados del Uruguay. Si se necesita un abogado o un contador, ¿por qué tiene 
que ser de los que integre el Colegio correspondiente si todavía no existe colegialización obligatoria al estilo 
de la que hay en Brasil, Argentina, Estados Unidos, España, etcétera? Tal vez pueda entender la propuesta el 
día que haya colegialización, pero mientras tanto me parece que resulta discriminatoria con respecto a 
personas que no están obligadas a integrar Colegios o cierto tipo de asociaciones profesionales. Insisto: me 
parece absolutamente discriminatoria. 


El otro aspecto es muy delicado. Repito que no me duelen prendas personales mucho menos a mi edad y a la 
altura de la vida en la que me encuentro, pero sí institucionalmente. Se elimina toda referencia a la profesión 
jurídica para integrar una Comisión honoraria, a pesar de que todos los integrantes de la Comisión y sus 
respectivas instituciones respaldantes siempre han admitido pacíficamente que el área jurídica esté 
representada. En la Comisión Permanente el Colegio de Abogados del Uruguay ha tenido participación activa 
en muchísimos decretos emanados de su seno para ser propuestos al Ministerio de Economía y Finanzas y 
que, en definitiva, derivaron en decretos. Últimamente se trabajó en este proyecto con el Colegio de 
Abogados y los cinco artículos modificativos de la Ley de Sociedades Comerciales en materia de 
documentación y contabilidad mercantil también fueron trabajados en el ámbito de la Comisión con la 
participación activa o proactiva de los abogados. Entonces, no entiendo por qué se establece esa forma 
corporativa de ver la actividad profesional del contador, tratándose de una Comisión honoraria en la que los 
abogados siempre han tenido una participación proactiva en la elaboración de los proyectos de decreto, en la 
articulación de proyectos de ley y de leyes que fueron aprobadas por las Cámaras y promulgadas por el Poder 
Ejecutivo. Quiero creer que simplemente fue una omisión involuntaria; no quiero atribuirlo a ningún tipo de 
acto consciente, más allá de que pueda ser un acto fallido. Insisto: no lo entiendo, no lo participo y, 
obviamente, así tendré que informarlo al Colegio de Abogados. 


En tercer lugar, hay una problemática vinculada con la forma en que se está planteando la posibilidad de que 
haya una contabilidad simplificada para ciertos agentes económicos: micro, pequeñas y medianas empresas, 
MYPES Y PYMES. Más allá de lo que he comentado me preocupa porque entiendo que es una forma 
corporativa de ver algo que es importante para el país en general, para las empresas, para el Estado, para los 
profesionales, para los proveedores y para las instituciones de intermediación financiera que se proponga por 
parte del Colegio que toda iniciativa vinculada con una información contable simplificada tendrá que ser 
promovida exclusivamente por el Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay. Y no 
solo se establece que solo ellos podrán promoverlo cosa que reconozco que no entiendo, aunque tendrán sus 
fundamentos; este puede ser un tema opinable, pero yo tengo que plantear mi absoluta discrepancia con la 
solución, sino que además estipulan que la Comisión honoraria no intervendrá en los proyectos que plantee el 
Colegio de Contadores al Directorio del INCA. Eso no puedo entenderlo, sobre todo porque en una 
disposición posterior, cuando se hace referencia a los cometidos de la Comisión honoraria se habla de opinar 
sobre proyectos. En definitiva, en este caso se exceptúa de la discusión en el ámbito de la Comisión honoraria 
que es multisectorial y multirepresentativa de actores sociales y agentes económicos nada menos que esta 
propuesta vinculada con una contabilidad simplificada. No estoy de acuerdo con la forma en que se introduce 
el tema ni puedo estarlo con que se omita la participación de la Comisión honoraria. Este es otro punto que 
quería dejar planteado. 


Un cuarto tema que quiero referir es el de la responsabilidad de los contadores. Obviamente, ustedes 
entenderán que para nosotros, los abogados, la responsabilidad es un tema central en el desarrollo de nuestra 
actividad profesional. Nuestra profesión es de base legal. Mi actividad de abogado está controlada por los 
Tribunales de Justicia. La Suprema Corte de Justicia está en condiciones de suspenderme en el ejercicio 
profesional y de excluirme de la matrícula para el ejercicio profesional. Por lo tanto, de responsabilidad 
sabemos algo. Además, la Ley_ Orgánica de la Judicatura, de 1985, intensifica la responsabilidad profesional. 
Por ende, como toda persona, en cualquier país del mundo, uno asume la responsabilidad por sus actos en el 
desarrollo de su actividad profesional bajo un sistema de debida diligencia en el manejo de la actividad 
profesional y, obviamente, hay muchas demandas contra abogados en la Justicia. 


En este caso, en primera instancia me dio la impresión de que el problema de la responsabilidad no debía 
estar en este proyecto. Reconozco que, en principio, pensé que debería haber otro proyecto para regular la 


actividad del contador. Esta no es una norma para regular la actividad de los contadores; no es una norma 
para regular la profesión ni la responsabilidad de los profesionales. Pero se introducen algunos elementos 
que, desde nuestro muy personal punto de vista, pueden ser extraños. Por eso en primera instancia dijimos 
que solo tendrán la responsabilidad que implica el derecho común. Eso del derecho civil y penal reconozco 
que no me convence porque qué responsabilidad personal pueden tener los empleadores por la actividad del 
contador en el ejercicio de su actividad profesional. No lo puedo entender y por eso dije que tiene la 
responsabilidad del derecho común; eso del derecho civil y penal no sé si se agregó para que resultara 
amenazante, pero no estoy de acuerdo. 


Insisto: no creo que sea el proyecto adecuado para establecer el tema de la responsabilidad. Además, respecto 
a la responsabilidad de los empleadores ya habíamos dicho que, obviamente, a quien esta en relación de 
dependencia se le aplica el artículo N” 1324 del Código Civil en materia de responsabilidad, más allá de que 
una ley debería aclarar los límites de la responsabilidad profesional, y no aplicar una norma de Derecho Civil 
del año 1868. Estamos en 2008; han pasado 140 años. Creo que eso debe ser regulado, pero no en esta norma. 
Y mucho menos entiendo que en este caso se haga responsable a los Directores o administradores de aquellas 
entidades en las que trabaja un contador. No puedo entenderlo; lo reconozco. No puedo estar de acuerdo con 
que esto esté en este proyecto de ley y con que esta sea la solución. Creo que esto obliga a una reflexión 
mucho mayor, con mucha gente, para poder afinar no solo las tareas sino el tema de la responsabilidad. 


Obviamente, yo tendría muchas otras cosas que decir pero veo que la hora avanza inexorablemente y me 
siento un poco inhibido, pero tengo opinión formada sobre todos los puntos planteados. Salvo alguna 
omisión, desde nuestro punto de vista estos son los elementos fundamentales aunque puede haber algún otro 
que en este momento se me escapa. 


SEÑOR ASTI.- Simplemente voy a dejar una constancia porque hubiera preferido que nos hubiésemos 
referido al proyecto del Poder Ejecutivo y no al del Colegio de Contadores, Economistas y 
Administradores que algunos creo que no todos hemos analizado. De cualquier manera, agradezco al 
doctor Rippe porque allí están centradas las diferencias importantes. 


También quiero manifestar que además del proyecto original y el del Colegio de Contadores, se presentaron 
algunas modificaciones que lamentablemente no tuvieron la debida difusión en las que estuvimos trabajando 
conjuntamente con la Auditoría Interna de la Nación en tres o cuatro artículos, a uno de los cuales se refirió el 
doctor Rippe y hacía referencia a la integración del Directorio. 


Como dije anteriormente, tenemos que pensar en una forma institucional distinta porque no vamos a poder 
crear un servicio descentralizado debido a limitaciones constitucionales. De cualquier manera, como decía el 
doctor Rippe, hay unidades desconcentradas, colgadas o no de la Auditoría Interna de la Nación o del 
Ministerio de Economía y Finanzas. O sea que ese no es el problema. 


Lo que sí nos preocupa es el tema de la integración de ese cuerpo ejecutivo más allá de la Comisión. En este 
asunto coincido o discrepo parcialmente cualquiera de las dos cosas con el doctor Rippe. En nuestra 
redacción, cuando todavía pensábamos en el servicio descentralizado, planteábamos que por lo menos así 
estaba redactado dos miembros fueran contadores. Pero no propuestos por el Colegio de Contadores, 
Economistas y Administradores que, como veíamos en la gráfica que presentó el contador Rossi, es uno de 
los agentes que interviene en este canal de comunicación. Allí no estaban necesariamente incluidos los 
emisores ni los usuarios. Yo he tenido una posición absolutamente minoritaria en las asambleas del Colegio 
de Contadores cuando discutimos esto. Creo que los contadores han entendido como que esto es una ley para 
ellos y no es así; es una ley para los estados contables, para los emisores y para los usuarios. Los contadores 
contables son uno de los agentes que intervienen en esa comunicación, pero no son los originarios ni los 
destinatarios de la misma. Sí creo que por la especialización del tema la ciencia contable debe estar 
necesariamente representada en este tema pero no como delegados del Colegio de Contadores que es una 
visión, sino simplemente por la formación académica que poseen y que no es exclusiva. Por eso planteamos 
solamente dos miembros de tres. 


Además, creo que es muy importante que haya quedado aclarado que coincido en que esto no es un marco 
regulatorio. Quizás lleve a confusión el hecho de que la exposición de motivos del proyecto del Poder 
Ejecutivo incluye algunas referencias porque se pensaba que además venía también una serie de normas con 
respecto al marco regulatorio que luego se decidió que no vinieran. Esas normas se están tramitando por otro 


lado y el Colegio las está discutiendo porque tiene interés directo en opinar ya que se trata del marco 
regulatorio de la profesión contable. Coincido totalmente con el doctor Rippe en que este no es el lugar para 
referirnos al marco regulatorio. Creo que es muy inteligente la forma en que se trata ese asunto en el proyecto 
cuando dice que los profesionales que hayan actuado en los informes tendrán la responsabilidad que les 
corresponda, precisamente como firmantes de esos informes y nada más. De cualquier manera, habrá un 
marco regulatorio; inclusive en el Senado se está analizando el tema de la colegiación obligatoria. 


Reitero que hubiera preferido que nos centráramos más en el proyecto del Poder Ejecutivo y las posibles 
modificaciones, y no en el proyecto alternativo que manejó el Colegio de Contadores porque creo que avanza 
en temas que no son materia de este proyecto de ley en todo lo que tiene que ver con la regulación ya que 
excluye a la inmensa mayoría de las unidades empresariales del país y no se logra la generalización que se 
pretendía. 


Por otra parte, quiero aclarar que una de las modificaciones que planteamos es que en lugar de decir que el 
instituto podrá establecer requisitos de contabilidad simplificados para los emisores de estados contables de 
menor importancia relativa, se diga que el instituto establecerá, de acuerdo con el alcance que determine la 
reglamentación, requisitos opcionales de presentación de estados contables simplificados para emisores de 
menor importancia relativa. Nosotros no decimos que esos emisores de menor importancia relativa no deban 
formular sus estados contables con normas adecuadas porque hay algunas normas que son necesarias que se 
apliquen, pero, también, dentro de las normas internacionales de contabilidad hay obligación de presentar los 
estados de determinada forma con anexos y con proyecciones hacia el futuro que pueden complicar a las 
entidades de pequeño porte. Por lo tanto, necesariamente tienen que ser opcionales porque no podemos 
generar el círculo vicioso que como no presentan la información contable no acceden al crédito y van a seguir 
teniendo siempre el mismo problema. Aclaro que no me estoy refiriendo a cómo se confeccionan, sino a 
cómo se presentan. Por eso hablé de una presentación simplificada de los estados contables, con las normas 
básicas que es necesario universalizar en todo el país. Para eso se obliga al instituto a emitir esos 
procedimientos simplificados como lo ha hecho hasta ahora bien o mal el decreto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una consulta ya que el doctor Rippe nos ayudó tanto con la ley 
de defensa de la competencia. 


Cuando se habla de la publicación de los estados contables y del derecho de los usuarios a conocer los 
estados contables, ¿cuál cree que debería ser la frontera entre el derecho general del usuario de conocer la 
información y los derechos de reserva de las empresas de no dar información relevante respecto a su 
estructura económico-financiera a través de un balance? Si se publica en la página web las empresas de la 
competencia pueden tener acceso a información privilegiada. Ese intercambio de información privilegiada, 
¿puede ser un elemento distorsionante o debe ampararse primero el derecho general del usuario? 


SEÑOR RIPPE.- No estoy seguro de que en los estados contables tal como se conocen, haya 
información confidencial o reservada. Generalmente los estados contables siempre son de absoluto y 
libre acceso para los usuarios. 


Téngase presente, por ejemplo, que desde hace muchos años, más allá de que no se pudo sancionar la 
omisión a esta obligación, los estados contables de las sociedades, cualquiera sea su tipo, que tuvieran activos 
superiores a las treinta mil unidades reajustables o una facturación anual superior a las cien mil unidades 
reajustables había que inscribirlas en un registro público de la Auditoría Interna de la Nación. Esto está 
establecido por ley desde la modificación de las normas societarias en la Ley de Urgencia N” 1, es decir la 

N? 17.243. Por lo tanto, esa información está disponible. 


Cuando se aprobó la Ley de Rendición de Cuentas y de Ejecución Presupuestal se agregó un artículo 
estableciendo las sanciones por la omisión, y se mantuvieron los topes de 30.000 y 10.000. Entonces, 
información confidencial o reservada en los estados contables es un tema que reconozco no tener demasiado 
claro. 


Sí tengo claro que todo lo que es información comercial, información confidencial o reservada la que se 
maneja generalmente en los ámbitos de los órganos de gestión, por ejemplo, el Directorio de una entidad- 


está protegida por el secreto comercial. Tenemos normas penales en esta materia. Básicamente, el secreto está 
protegido por los artículos 300, 301 y 302 del Código Penal. 


En consecuencia, esa información sigue siendo reservada, confidencial y privilegiada, y no es de acceso 
público ni siquiera, a veces, para los accionistas de una sociedad anónima. 


Por ejemplo, el artículo 75 de la Ley de Sociedades Comerciales establece que en todas las sociedades el 
socio tiene libre acceso a la información. Esto se basa en una norma del Código de Comercio. El tema es que 
en la Ley de Sociedades Comerciales se entendió que había dos excepciones: el caso de aquellas sociedades 
en las que se reglamentara de manera diferente el sistema de información, y las sociedades que tuvieran un 
órgano de control interno. 


En el primer caso la única excepción al principio general del artículo 75 de la Ley de Sociedades Comerciales 
se establece en el artículo 321 de la Ley_de Sociedades Comerciales cuál es la información a la que tiene 
derecho el accionista individualmente considerado y cuál es la obligación del Directorio o del Administrador 
de la sociedad anónima de proporcionarla. Ninguna de la información que se está obligado a proporcionar y 
tiene derecho el accionista a solicitar tiene que ver con información confidencial, reservada, comercial o 
vinculada con alguna gestión. 


Por otro lado, cuando una sociedad está sometida a un órgano de control interno llámese síndico o Comisión 
Fiscal; no el síndico de la concursal sino como órgano interno de la sociedad, el socio debe pedir la 
información al síndico. Esto se prevé en el artículo 75 y se desarrolla ampliamente en el artículo 402 de la 
Ley_N? 16.060 para sociedades anónimas. 


Por lo tanto, participo de la idea de que los estados contables salvo que me equivoque son de libre acceso. Lo 
que no es de libre acceso es la información a la que refería el señor Presidente de la Comisión; esa tiene otra 
protección, y es penal. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Como no integro la Comisión, pido autorización para hacer uso de la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Adelante, señor Diputado. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Como bien decía el señor Diputado Asti, estamos considerando más de un 
proyecto. 


Considero que la Comisión debería tener presente que una vez que se defina el proyecto que se elevará al 
plenario, sería bueno que nuestros dos invitados volvieran a la Comisión para considerar la iniciativa final. 
Lo digo porque en este momento tenemos más de un proyecto el doctor Rippe se ha hamacado en cada uno, 
fundamentalmente en el del Colegio de Contadores, y por lo que decía el señor Diputado Asti, parecería que 
no estamos dando suficiente cobertura a la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Creo que a partir de ahora ya no habrá más proyectos del Poder Ejecutivo ni del Colegio de Contadores; 
habrá una iniciativa que la Comisión elevará a la consideración del plenario y es la que debiera recibir 
opiniones de esta valía. Lo planteo porque después es algo muy difícil rectificar estas cosas; son procesos 
muy lentos y complejos. De esa manera, podríamos enviar al plenario un proyecto con un informe concreto. 


Sin tornarme oficialista, respaldo el proyecto del Poder Ejecutivo en cuanto a la integración mixta, porque 
cuanto más representativa del conocimiento en la materia, es una garantía para todos. 


También me pregunto qué pasará a nivel del Poder Judicial en algunas áreas específicas, porque sería bueno 
establecer consultorías especiales, etcétera. 


SEÑOR RIPPE.- Si bien soy representante del Colegio de Abogados del Uruguay, tanto el Colegio 
como su Directorio siempre me han dado absoluta libertad de manifestación personal. Por lo tanto, lo 
que manifiesto no es necesariamente la visión orgánica del Colegio; esto no ha sido sometido al 
Directorio ni a una asamblea. Han confiado en mí. De todos modos, los consulté cuando me llamó la 
atención que se eliminara a la profesión jurídica del ámbito de la Comisión Honoraria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho vuestra presencia. 


(Se retira de Sala el doctor Siegbert Rippe) 


Tenemos tres audiencias solicitadas: una, por la Asociación Uruguaya de Fabricantes y Operadores de 
Juegos Electrónicos, la Asociación de Juegos Electrónicos y Monotributistas y Pequeños Empresarios en 
Ferias Independientes de Paysandú. 


Sugiero fijarles una audiencia un miércoles por la mañana, antes del comienzo de la sesión de la Comisión o 
después de su finalización, para que podamos dedicarnos de lleno al análisis de los proyectos. 


SEÑOR ASTI.- Yo había solicitado el tratamiento del proyecto "Empresa Mina Valencia S.A. (En 
liquidación)". Creo todos conocen la situación de esta vieja empresa y el tiempo que hace que está en 
liquidación. En este proyecto se autoriza a la DINAMIGE a buscar una solución y a hacer más efectivo 
el valor invertido por la sociedad, en particular, por el Estado en todo este proceso de liquidación. 


SEÑOR SAUVAT.- 

Quería saber cuál es el alcance del concepto "remitir los adeudos". 

SEÑOR ASTTI.- Está previsto un remate del Banco de la República y hay deudas de esa sociedad en 
liquidación con DINAMIGE. Para ayudar a solucionar el tema se plantea eso. De todos modos, eso no 


se va a cobrar. Se trata de una tranca legal para evitar que se llegue al remate. De esta manera se 
puede superar la situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero manifestar al señor Diputado Asti que el Partido Nacional está en 
condiciones de votar este proyecto. 


Se va a votar el proyecto tal como viene del Senado. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
El artículo único, dice: "Autorízase a la Dirección Nacional de Minería y Geología del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería a remitir los adeudos que por cualquier concepto, en su calidad de titular de 


derechos mineros, mantiene MINA VALENCIA S.A. (en liquidación) a la fecha de promulgación de la 
presente ley". 


SEÑOR SCAVARELLLI.- Quiero aclarar que no votamos este proyecto porque no pertenecemos a la 
Comisión y que desde el punto de vista sectorial le damos nuestro total respaldo 


SEÑOR PÉREZ (don Pablo).- Propongo al señor Diputado Asti como miembro informante. 
SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar. 


(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Hay un proyecto al que vamos a dar entrada: "Artistas Extranjeros que Desarrollen Actividades en el Marco 
de una Programación no Comercial Contratados por Organismos Estatales o Instituciones Culturales sin 
Fines de Lucro". 


Como no tenemos elementos suficientes, sugiero que se considere en la próxima sesión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


